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Todo cuanto concierne a lo que genéricamente cabe entender como política de empleo, debe continuar siendo considerado como uno de los principales núcleos temáticos de interpretación de la realidad social en su integridad​[2]​. Tal aseveración responde originariamente en su fundamento a la dicción del artículo 35.1 CE en cuya virtud, y al amparo de la modalidad de los derechos cívicos, se enmarca el concerniente al “deber de trabajar y derecho al trabajo”, ulteriormente elevado, en lo que a los dictados de la más pura sistemática normativa concierne, a los altares de derecho social en virtud de la doble expresión reconocida en los artículos 40.1 y 41 CE: política orientada al pleno empleo y tutela frente a desempleo.

Mucha es la literatura que, con el paso de los años, ha ido aportando la doctrina especializada al respecto de estas cuestiones; así las cosas y aun reconociendo el riesgo que implica la reiteración, este trabajo pretende reflexionar, sin caer en los patrones de las obras manuales sino en todo caso de la opinión crítica, sobre los grandes temas que afectan a la política de empleo en base a los diversos avatares acontecidos ya entrado el siglo XXI, básicamente tres:

1)	Desde una perspectiva objetiva, la distinción tradicional entre política activa y pasiva de empleo -claramente instaurada con fundamento en la Ley Básica de Empleo de 1.980 y suavizada con la Ley de Empleo 56/2.003- se va progresivamente diluyendo al atribuirse a la pasiva -tradicional campo de tutela para los trabajadores que dentro de ciertas previsiones legales pierden su trabajo- pautas de connotación claramente activa vinculadas al objetivo de su más pronta reincorporación al mercado de trabajo. Cierto es que la tutela frente a la situación de paro forzoso sigue ostentando un papel preponderante en la política de empleo​[3]​, sin embargo, la misma parece quedar cada vez más arrinconada en el sistema de cobertura complementario que representa la Seguridad Social y no tanto en la finalidad prioritaria de consecución del pleno empleo que informa la regulación del más puro Derecho del Trabajo​[4]​.

2)	Adoptando la perspectiva subjetiva, cabe reconocer que, a día de hoy, la política de empleo desborda en su dimensión constructiva la más purista y encorsetada versión del trabajo asalariado para con ello extender sus redes sobre otros campos de imputación productiva tradicionalmente al margen de la misma, señaladamente, el trabajo autónomo o la economía social​[5]​. No se trata, en consecuencia, de precisar diferencias entre una variada tipología de trabajadores por cuenta ajena, sino de prestar atención a nuevas opciones de productividad, aunque los protagonistas de las mismas escapen a la institucionalización del artículo 1 ET.

3)	Tomando en consideración, finalmente, la dimensión territorial, resulta procedente el advertir como la eficacia de la política de empleo se hace depender cada vez en mayor medida del grado de descentralización que su operatividad revista​[6]​. Es lo cierto que se produce una suerte de simbiosis entre el sujeto y el entorno​[7]​ en el que se encuentra de tal manera que, y en lo que a esta segunda variable concierne, la estructura de acción diversificada que abarca desde la Administración Central hasta las Corporaciones Locales, pasa a convertirse en un presupuesto para la exégesis de notoria importancia en orden a medir los resultados obtenidos.

Como resulta factible comprobar a través de una primera aproximación al tratamiento de la cuestión, convergen destacadas razones para forzar una nueva reflexión sobre el tenor más contemporáneo que nunca de la política de empleo, máxime si se han de tener en cuenta las novedades legislativas que recientemente se agolpan y entre las que merecen un lugar destacado el controvertido Real Decreto Ley 10/2.010, de 16 de junio, de “medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo”​[8]​, finalmente sustituido por Ley 35/2.010, de 17 de septiembre​[9]​. En igual sentido, destacar el “Acuerdo Social y Económico para el crecimiento, el empleo y la garantía de las pensiones”, como exponente más reciente de una catarata de medidas transitorias pero urgentes para, a modo de plan de choque, abordar las opciones de tránsito en el modelo productivo con vistas, especialmente, a la promoción de la política activa de empleo​[10]​ y entre las que se sobresale el Real Decreto Ley 3/2.011, de 18 de febrero, de “medidas urgentes para la mejora de la empleabilidad y la reforma de las políticas activas de empleo”​[11]​. 

Partimos de la base, así las cosas, que a día de hoy la alta tasa de desempleo es el principal reflejo de nuestro cancerígeno sistema económico y que, como principal argumento de réplica, es absolutamente preceptivo mejorar la política activa de empleo tocando, a tales efectos, no sólo el elemento subjetivo (ocupación de ciertos colectivos, formación de trabajadores, necesidades del concreto empresario, etc.) sino también el de orden material y geográfico (catálogo de servicios, descentralización territorial de gestión, etc.) que deben conllevar una reacción en las tasas de ocupación a corto plazo y la instauración de un nuevo modelo económico a más largo plazo, y todo ello sin perder de vista el contexto estatal en que se debe lograr, pues no cabe olvidar que España es el país más flexible de Europa ya que es el que más empleo crea en época de bonanza pero también el que más destruye en tiempos de crisis. Quizá esa mutación en el sistema económico sea el principal patrón de orden ideológico del que resulta oportuno partir; en otras palabras, una nueva y gran reforma del sistema normativo de relaciones laborales no es la solución por el hecho de que, sencillamente, la enorme crisis que nos azota no es de corte laboral sino financiera​[12]​, un ramaje jurídico que en el capitalismo ha enarbolado siempre el papel de hermano mayor mientras lo laboral, especialmente en aquello que concierne a una repercusión negativa sobre los derechos de los trabajadores, representa el patito feo y, por ende, el segmento más débil por el que siempre se rompe la cuerda.  

El presente capítulo centrará los esfuerzos interpretativos en el ordenamiento español, dado que otros apartados tomarán en cuenta el estado de la cuestión en diversos países de la Unión Europea o bien del resto del mundo, transmitiendo con ello al lector una síntesis actualizada de la materia que, en cualquier caso, ofrece con suficiencia la opción siempre interesante de un análisis comparativo.





Siempre que se acomete el acercamiento al análisis de una determinada institución o prerrogativa, parece lo más apropiado el tratar de partir de un concepto de la misma. Ahora bien, cuando se trata de buscar definiciones técnicas en el ámbito de la ciencia jurídica, la cosa realmente se complica. En esta tesitura, la pregunta sería: ¿existe un concepto de política de empleo?

Varios y variados han sido los intentos por parte del legislador de lograr este objetivo, de manera especial con las ya aludidas Ley Básica de Empleo de 1.980 o la actual Ley de Empleo de 2.003, sin embargo, la falta de detalle o más que posiblemente la imposibilidad de refundir en una escueta frase todo el espíritu y contenido de un conglomerado temático tan vasto, realmente condiciona a evitar los tecnicismos formales, lacónicos, a favor de una presentación de aquellos presupuestos que necesariamente integran el régimen de una determinada premisa con independencia de la descripción formal que, ulteriormente, se pretenda efectuar de los mismos​[13]​.

En este orden de cosas y recurriendo a la sabiduría de destacados representantes de la doctrina especializada en la materia​[14]​, tales ingredientes habrían de ser los que a continuación se relacionan:

1)	Deber de trabajar y correlativo derecho al trabajo (artículo 35.1 CE).

2)	Política orientada al pleno empleo (artículo 40.1 CE).

3)	Asistencia y prestaciones suficientes, especialmente en caso de desempleo (artículo 41 CE).





Centrando nuestros esfuerzos por lo recién mencionado en una presentación y valoración actual de los fines de la política de empleo, trataremos de resumir la prosa partiendo de una enumeración de los objetivos más específicos para, a continuación, proceder a reagruparlos en propuestas más de base que posibiliten llegar, a la postre, a una teoría fundamental.

En este orden de ideas, el comenzar circunscribiendo en los límites de la política de empleo aspectos tales como la intermediación en orden a la puesta en contacto de oferta y demanda de trabajo, la política de contratación laboral con especial mención a la promoción del vínculo indefinido, la formación para el empleo, la economía social, el trabajo autónomo, la garantía plena del derecho de igualdad por razón de género en el capital ámbito de la libre circulación de trabajadores o, naturalmente, la cobertura frente a la contingencia que representa el desempleo forzoso, es describir una realidad indubitada con el paso de los años​[15]​. Pues bien, esta relación meramente enunciativa que no exhaustiva de postulados, también con asiento legal y talante tradicional han sido reagrupados en lo que podría considerarse un doble modo operativo estructurado en una política activa y otra pasiva de empleo, enmarcadas en las medidas para el fomento y la estabilidad en el empleo, la primera, y el carácter protector que el sistema debe procurar a quien, cumpliendo ciertos requisitos legales, ha perdido su actividad laboral, la segunda.

No obstante, conviene reflejar en este punto algo que ya ha sido mencionado con anterioridad en términos de introducción; se trata del hecho de que esta tradicional distinción entre dos vertientes operativas de una misma política institucional, cada vez se va fusionando con mayor notoriedad mediante el transcurso del tiempo, ya que el espíritu de tutela pasiva se va progresivamente involucrando en una corriente de medidas claramente activas, apostándose de este modo por un ideal en el que el beneficio de una prestación contributiva por desempleo no piense en una tutela económica compensatoria por el salario dejado de percibir en base a la extinción de su contrato, sino en un estímulo para su más pronta reincorporación al mercado de trabajo o, en el mejor de los casos, una suerte de reequilibrio por reducción parcial de la jornada de trabajo​[16]​. En fin, la protección por desempleo, cabe apostar, seguirá siendo el bastión referencial en la consabida dimensión pasiva de la política de empleo, ahora bien, su connotación ya no obedece tanto a una garantía compensatoria temporal cuanto a un decidido propósito de reinserción profesional o mantenimiento de un cupo mínimo de jornada de trabajo.

Señalar, por su carácter absolutamente novedoso, que el Real Decreto Ley 3/2.011 ha incorporado dos nuevos objetivos en el artículo 2 de la Ley 56/2.003; aquellos que tienen que ver con la necesidad de crear itinerarios individualizados de ocupación a favor de empresas, trabajadores y potenciales demandantes de empleo así como la promoción -ya anticipada por su notoriedad en la introducción- de promover el trabajo autónomo​[17]​, que no será exponente clásico de trabajo subordinado pero sí productivo, que es lo verdaderamente importante.





Reconociendo de entrada la notoria influencia que esta dimensión -sobre todo desde la perspectiva de la dimensión territorial- muestra sobre la propia eficacia de la política de empleo, destaca con luz propia y desde un primer momento la suerte de interacción administrativa que se produce en cuatro grandes ámbitos: comunitario, estatal, autonómico y local​[18]​.

A nivel comunitario, se intensifica la acción de la Unión Europea en orden a la mejora de la calidad en el empleo y, en especial, la cobertura frente al desempleo. A tenor del gran acuerdo marco que para el desarrollo de estas cuestiones se materializa en la Estrategia Europea de Empleo​[19]​, resalta con particular énfasis el Programa Comunitario de Lisboa que, formalmente articulado mediante comunicaciones y decisiones de la Comisión Europea en expresión de su práctica interactiva con los Estados miembros, coordina dos segmentos temporales (2.005-2.008 y 2.008-2.010) que tratan de implementar cuatro grandes ámbitos temáticos de trabajo: inversión en capital humano en el ámbito de la modernización del mercado de trabajo, energía y cambio climático, competitividad económica y apoyo firme al crecimiento e innovación. A tal fin, se refuerzan las inversiones del Fondo Social Europeo que se complementan con el Programa Comunitario para el Empleo y la Solidaridad Social (PROGRESS, 2.007-2.013).

En lo que concierne a la estructura estatal, la plantilla toma base en el Sistema Nacional de Empleo que, geográfica y funcionalmente, descentraliza su operatividad entre un Servicio Público de Empleo Estatal y otro en el marco de cada Comunidad Autónoma bajo el presupuesto lógico aunque capital del principio de coordinación, paternariado social o Administración concertada​[20]​, que evidentemente exige una vertebración en red de otras instituciones y programas que la hagan factible.

Por tratarse de aquel de superior importancia, el concepto de Servicio Público de Empleo Estatal es el de “organismo autónomo de la Administración General del Estado al que se le encomienda la ordenación, desarrollo y seguimiento de los programas y medidas de la política de empleo”​[21]​, definición legal abiertamente criticada, no obstante, por destacados especialistas en base a su talante omnicomprensivo al mezclar dimensión institucional e instrumentos de acción​[22]​. Por su parte, los Servicios Públicos de Empleo de las Comunidades Autónomas son los “órganos o entidades de las mismas a los que dichas Administraciones encomienden, en sus respectivos ámbitos territoriales, el ejercicio de las funciones necesarias para la gestión de la intermediación laboral (…) y de las políticas activas de empleo (…)”​[23]​.

La existencia de esta bicefalia en la estructura administrativa, responde no sólo a una evolución temporal sino sobre todo del entorno social, económico, organizativo y tecnológico​[24]​; así, frente al tradicional método gestor basado en el monopolio estatal, progresivamente se ha ido abriendo camino un arquetipo más descentralizado mediante la transferencia de competencias a las Comunidades Autónomas a efectos de que tales entes puedan desarrollar su labor en un entorno más apropiado, dinámico y, sobre todo, cercano a sus usuarios. 

No obstante, y tras varios años de operatividad de esta conformación, los resultados no son los esperados. Existen dudas sobre el régimen de asunción de competencias y, lo que quizá sea más importante, los datos en torno a creación de empleo y cobertura frente a desempleo al cumplirse la primera década del siglo XXI son tan negativos, condicionados por un contexto de crisis económica global, todo sea dicho, que realmente ilustran por sí solos. 

Sea como fuere y si con un dato nos tenemos que quedar acaso como el de mayor notoriedad, sería el que evidencia el sobresaliente incremento del poder de las Comunidades Autónomas a la hora de participar activamente en la política de empleo; en otras palabras, no nos hallamos ante una incipiente expresión de ruptura del monopolio estatal sino ante una auténtica inversión de las tornas hasta el punto de que, como señalan los estudiosos, “son las Comunidades Autónomas, precisamente, las consideradas en la actualidad como los espacios más adecuados para llevar a cabo la ordenación y el desarrollo de una política de empleo específica (…)”​[25]​. Ahora bien, y como de igual manera interroga la doctrina: ¿deben las Comunidades Autónomas guardar una línea de continuidad respecto de la marcada por las instituciones centrales, o pueden revestir caracteres propios hasta el punto de marcar diferencias con la política de empleo de otras Comunidades Autónomas incluso limítrofes?​[26]​

Evidentemente, la respuesta más precisa implica un análisis particular de cada caso pero, por razones obvias de economía de espacio, nos limitaremos a una reflexión de base aunque lo suficientemente contundente como para afirmar que la inmensa mayoría de las autonomías asumen como propias las mismas competencias y que, aunque se aprecia una descompensación en materia de resultados, lo cierto es que gracias al “Pacto territorial a favor del empleo” se están logrando verdaderas políticas autonómicas de empleo que, lejos de ejercer una labor de mera complementariedad, están superando los designios de los propios mandamientos estatales en la materia​[27]​.

Finalmente, por lo que concierne a la red de ámbito local y recordando la ya comentada integración necesaria entre el sujeto y su entrono más cercano, conviene aportar que salvado el escollo que supone el que una corporación local no pueda asumir competencias legislativas por su propio grado de descentralización geográfica, gracias al menos a su reconocimiento como Administración, en puridad y en cuanto tal, debe velar por sus propios intereses y, por tanto, representar cierto grado de influencia en una materia tan importante como es la política de empleo​[28]​. Ello ha tenido fiel reflejo normativo en una etapa relativamente cercana como es la institucionalizada por la Ley de Modernización del Régimen Local 57/2.003, de 16 de diciembre, en la que quedan enarbolados los distritos como un criterio administrativo y geográfico esencial para la ejecución de políticas directamente imbricadas en el ya mencionado principio de proximidad​[29]​y, con especial mención, la materializada en el Real Decreto Ley 3/2.011 gracias a la incorporación “ex novo” de medidas que facilitan su representación en los órganos de participación institucional autonómicos a fin de colaborar, con mayor y mejor presencia, en la concertación territorial de la política de empleo​[30]​.





Advierte la doctrina especializada que, como regla general, la política de empleo gira en un estadio previo al contrato de trabajo​[31]​, esto es, su fundamento básico que no exclusivo es el de lograr el encuentro entre oferta y demanda de trabajo como nexo de alcance para una subsiguiente contratación laboral. Todo ello, sirve para ratificar un ideal que acredita la importancia de la materia que a continuación se aborda; puede resultar complicado en mayor o menor medida el fijar en el momento actual los objetivos precisos de la política de empleo, ahora bien ello no obsta en modo alguno para afirmar con rotundidad que “la intermediación laboral (…) es la función que se encuentra históricamente en el origen de los servicios de empleo”​[32]​, en consecuencia, el estudio de tal partida temática en un análisis de estas características adquiere una dimensión capital, especialmente cuando el legislador, a través originariamente del Real Decreto Ley 10/2.010 y con posterioridad mediante Ley 35/2.010, decide modificar, cuantitativamente hablando, el sujeto pasivo de tal labor mediadora a través de la incorporación del posible trabajador excedente tras un trámite de reestructuración empresarial​[33]​; en otras palabras, no es beneficiario único de la intermediación laboral quien, como supuesto clásico, busca un primer empleo, sino también quien acaba de salir del mercado laboral en condición de gran damnificado de los siempre controvertidos procesos de “flexi-seguridad”.

Un examen suficiente de la política de intermediación en España, debe partir de la dimensión histórica que no sólo a efectos temporales sino también funcionales representa una entidad con nombre y apellidos: el Instituto Nacional de Empleo (INEM). Surgido al amparo del Real Decreto Ley 36/1.978, de 16 de noviembre, de “gestión institucional de la Seguridad Social, la salud y el empleo” y extinto, aunque sólo sea a efectos formales de identificación, con la Ley de Empleo 56/2.003, ha desempeñado a lo largo de un cuarto de siglo una labor fundamental en tareas de intermediación​[34]​, con talante monopolizador desde su origen hasta la reforma de 1.994   -siguiendo en este orden de cosas los dictados de la principal norma predecesora en la materia (Ley de Colocación Obrera de 1943)- y ulteriormente en régimen combinado con otros instrumentos de colocación, en especial desde el Real Decreto 735/1.995, de 5 de mayo, por el que se regularizan las agencias de colocación sin fines lucrativos y los servicios integrados para el empleo. Sea como fuere, el objetivo principal es claro: mantener el gobierno público​[35]​ en las actividades de colocación, lo cual se conforma inicialmente como un interés político para corregir desajustes anclados en la crisis económica de la época.

Entrando de lleno en la presentación de la estructura actual y conforme a los dictados normativos del artículo 21 de la Ley 56/2.003, agentes de la intermediación, con carácter prioritario, lo serán tanto los servicios públicos de empleo como las agencias de colocación​[36]​. Deviene preceptivo, en consecuencia, un breve resumen del régimen jurídico que informa tales prerrogativas en sendos casos.

1.	Servicios Públicos de Empleo.

El Sistema Nacional de Empleo, denominación formal al tiempo que gran acuerdo institucional de las actuales directrices sobre política de empleo en España​[37]​, aparece cimentado sobre un soporte triple que a continuación se esquematiza dada la notoriedad tras la última reforma laboral:

1) Órganos de dirección:

	Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales.

Instrumento general de cooperación entre Estado y Comunidades Autónomas en materia de política de empleo​[38]​. Sustituye, al menos en términos de nomenclatura, a la Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales​[39]​.

	Consejo General del Sistema Nacional de Empleo.





	Estrategia Española de Empleo.

Documento central sobre situación actual, fiscalización de resultados, objetivos y asignaciones presupuestarias en materia de política de empleo​[41]​. Sustituye en su régimen funcional a la Estrategia Europea de Empleo​[42]​.

	Plan Anual de Política de Empleo.





	Servicio Público de Empleo Estatal.

El Servicio Público de Empleo Estatal, ya definido mediante su expresión legal en páginas precedentes, es el órgano autónomo de la Administración General del Estado que ostenta la batuta de todo cuanto concierne al empleo, principalmente política de colocación, subvención económica a empresas al objeto del fomento del empleo y gestión de la cobertura frente al desempleo, siendo tradicionalmente más reseñable el papel desarrollado en el último de los cometidos respecto del primero. Su operatividad está financiada entre la vía pública que materializan los Presupuestos Generales del Estado y la vertiente privada que representan las cuotas por cotización obligadas por los trabajadores en concepto de desempleo y formación profesional, sin olvidar, no obstante, otras posibles aportaciones sustentadas en el criterio generoso de la donación que pueden realizar otras entidades de Derecho Público o personas privadas, ya sean físicas o jurídicas.

Apuntar que con fundamento en la última reforma de febrero de 2.011, se ven afectados tanto el régimen de competencias de la entidad como diferentes presupuestos formales que tienen que ver con la adaptación a los nuevos instrumentos de acción​[45]​. En fin, se trata de una nueva acometida por revisar no ya tanto la naturaleza sino el modelo operativo de un órgano escasamente productivo cuando lo que está en juego es incorporar sujetos al mercado de trabajo; así las cosas, las propuestas de futuro giran en torno a dos grandes pilares: una mayor interacción con las Comunidades Autónomas gracias a la elaboración de un catálogo de servicios básicos a la ciudadanía​[46]​ y, en segundo término, la conformación de itinerarios personalizados para la ocupación que se concretarán en acuerdos personales de empleo​[47]​. 

	Servicio Público de Empleo (Comunidades Autónomas).

Respecto a los Servicios Públicos de Empleo de las Comunidades Autónomas, su emersión es el producto final del trámite de transferencia de competencias desde el Estado iniciado allá por 1.997 e impulsado de manera decidida con la Ley 56/2.003, excepto en aquello que concierne a la Comunidad Autónoma del País Vasco, donde el fin del proceso estaba previsto para 2.010. Su objetivo espiritual básico, es el de garantizar el principio de proximidad con la ciudadanía, de tal manera que es exigible una adecuada acción complementaria con el órgano estatal, pues junto a la inicial y combinada instauración del correspondiente Plan Anual de Política de Empleo que ordene las directrices a seguir en la materia, resulta preceptivo un ejercicio complementario de las funciones necesarias para la gestión en intermediación y política activa de empleo en el peculiar marco jurídico-social de cada Comunidad Autónoma. En esta perspectiva se orientan las principales reformas introducidas por el Real Decreto Ley 3/2.011​[48]​.





Por lo que respecta a las agencias de colocación, sin lugar a dudas nos encontramos ante el hito fundamental que ofrece un vuelco al devenir de la actividad de intermediación desde mediados de la última década del siglo XX​[49]​, en tanto en cuanto se rompe el monopolio público del INEM a favor de un régimen de complementariedad que, no exento en absoluto de controversias en cuanto al reparto de parcelas sobre funciones concierne, ha de repercutir en la flexibilidad y, por ende, en la eficiencia de la política social de empleo​[50]​.

Las agencias de colocación, tradicional y originariamente definidas por destacados sectores de la doctrina y desde el año 1.995 hasta el presente como “entidades que colaboran con el Servicio Público de Empleo en la intermediación en el mercado de trabajo y tienen como finalidad el ayudar a los trabajadores a encontrar un empleo y a los empleadores a la contratación de trabajadores apropiados para la satisfacción de su interés estructural”​[51]​, pasan a tener ahora un reconocimiento legal mucho más notorio.

En efecto, mediante el ya mencionado artículo 14 Ley 35/2.010, se introduce en el articulado de la Ley 56/2.003 de Empleo un nuevo artículo 21.bis que deja bien a las claras el superior peso jurídico con el que se pretende revestir a estas entidades en el tráfico de la política de intermediación laboral. Además y con efectos 1 de enero de 2.011, entra en vigor el Real Decreto 1.796/2.010, de 30 de diciembre, por el que se regulan las agencias de colocación, articulándose así la expresión legal que da vida al desarrollo reglamentario en la materia de la Ley 35/2.010. Con todos estos ingredientes, deviene necesario un estudio ciertamente pormenorizado de los presupuestos fundamentales que conforman en la actualidad el régimen de tal prerrogativa.

1)	Autorización del Servicio Público de Empleo.

En atención a lo dispuesto en el nuevo artículo 21.bis.2 de la Ley 56/2.003 de Empleo y artículo 3 Real Decreto 1.796/2.010 de agencias de colocación, la puesta en marcha de una agencia de colocación, no depende de una exclusiva iniciativa personal por quien legalmente pueda ser sujeto habilitado para operar como tal en el tráfico​[52]​, sino que requiere del inexcusable concurso del Servio Público de Empleo en términos de autorización. 

En este punto, pudiera llamar la atención la siguiente interpretación: según el artículo 21.bis.1 de la Ley 56/2.003, las agencias de colocación pueden intermediar “bien como colaboradores de los Servicios Públicos de Empleo, bien de forma autónoma pero coordinada con los mismos”; así las cosas, sería factible entender que tal autorización administrativa es sólo exigible en los casos de dependencia directa de la entidad gestora pública​[53]​, sin embargo, no parece que haya de ser tal la interpretación dominante pues, como veremos más adelante, esa cierta independencia en el régimen funcional de la agencia de colocación tiene que ver más con una posible exigencia de ausencia de ánimo de lucro que con un requisito constitutivo para su acceso al tráfico jurídico. Sea como fuere, sí es importante recordar una novedosa previsión normativa a cuyo tenor las agencias ya constituidas según el ya extinto Real Decreto 735/1.995​[54]​, tienen 6 meses a contar desde la oficialización de las disposiciones de desarrollo del texto legal para adecuarse a la nueva regulación en estos términos, sin perjuicio de poder seguir actuando en el tráfico en tanto en cuanto se institucionaliza su admisión​[55]​.

Así las cosas y en base a los dictados de su autorización institucional, el mapa actual de agencias de colocación queda como sigue:

	Agencias de colocación autónomas: requieren autorización​[56]​ de la entidad gestora competente dado que “la intermediación en el mercado de trabajo se configura como un servicio de carácter público, con independencia de los agentes que la realizan”​[57]​, si bien coordinan su actuación con el servicio público de empleo que corresponda.

	Agencias de colocación colaboradoras: son aquellas que, previamente autorizadas, suscriben un convenio de colaboración​[58]​ con el servicio público de empleo para la participación en políticas activas de empleo, aspecto que las hace ser titulares de obligaciones complementarias​[59]​ pero también de financiación pública desde la Administración institucional​[60]​.

	Agencias de recolocación: empresas adiestradas en -como su propio nombre indica- la recolocación de trabajadores que se han visto expulsados del proceso productivo como consecuencia, generalmente, de trámites de reestructuración empresarial​[61]​. Por el momento, su régimen operativo implica un coste bastante exigente y una duración extensa que suele abarcar entre los 9 y los 12 meses, aspectos en cuya virtud suelen circunscribirse a la movilidad de altos cargos pero no del resto de mano de obra. 





La regulación de esta materia vigente hasta la reforma de 2.010, resultaba ciertamente peculiar, incluso problemática, en determinados aspectos. De entrada, llamaba la atención la diferente sintaxis que para la formalización de este presupuesto empleaban, en su génesis, el artículo 16.2 ET y el también presentado Real Decreto 735/1.995, pues mientras en la norma estatutaria se prohibía la existencia de agencias de colocación con fines lucrativos, en el Real Decreto que arbitraba su desarrollo, concretamente en su artículo 2º, se exige el carecer de fines lucrativos. Obviamente, si se toma en cuenta el fondo de la cuestión, la solución es la misma; sin embargo y desde un punto de vista formal, mientras una construcción se expresaba en términos negativos, la otra lo hacía en positivo. A mi juicio no era más que una acometida por dejar bien sentada la característica fundamental de su talante no lucrativo, lo cual, en cualquiera de los casos, no debía ser confundido con la obtención de ciertas remuneraciones circunscritas a los gastos ocasionados por los servicios prestados​[64]​, aunque en puntuales ocasiones su línea divisoria pudiera quedar notoriamente difuminada. Este objetivo constituye, a buen seguro, la razón de ser que justifica la ratificación por España del Convenio OIT nº 181. 

Pues bien, desde comienzos de 2.010 y aunque no sea posible fijar una fecha exacta, se abre camino la posibilidad de legalizar agencias de colocación con fines lucrativos, presupuesto absolutamente fundamental que marca un antes y un después en el régimen jurídico de la intermediación laboral en el ordenamiento español. La galopante crisis económica y su negativa influencia sobre el empleo, argumento también justificable, no obstante, al amparo de la propiedad conmutativa, hacen que el gobierno de la nación en su informe sobre propuesta de reforma laboral presentado a organizaciones sindicales y empresariales en febrero de 2.010, contemple esta opción al amparo de una suerte de visto bueno ya articulado por la Organización Internacional de Trabajo en una especie de nuevo intento, quizá todavía pronto para calificar de desesperado, a favor de su positiva y decisoria influencia para promover la colocación de trabajadores desempleados. Eso sí, habría de ser necesario, si finalmente tal acometida cristalizare, arbitrar un régimen jurídico para las mismas lo suficientemente encorsetado como para tutelar los más básicos derechos de los trabajadores usuarios y, con ello, no desembocar en una situación de tráfico ilícito en el empleo de mano de obra que nos condicionara a retroceder a ciertas prácticas de manipulación previas a la gran reforma de 1.994.

En este orden de cosas y con carácter efectivo, gracias inicialmente a la Ley 35/2.010 y con posterioridad a su desarrollo reglamentario mediante Real Decreto 1.796/2.010, se posibilita el hablar de agencias de colocación con fines lucrativos​[65]​ si bien no como regla absoluta en términos funcionales; esto es, de entrada una agencia de colocación puede optar por la finalidad lucrativa o no, ahora bien, debe saber que, si su intermediación se realiza al margen del convenio de colaboración con los servicios públicos de empleo, la ausencia de ánimo de lucro alcanza incluso a la imposibilidad de exigir contraprestación por sus servicios a quienes recurran a las mismas​[66]​, pues ello no deja de representar uno de los principales ingredientes de productividad económica en una actividad comercial.

A modo de resumen y ya de paso como reflexión personal, es un hecho cierto el poder comprobar que tanto los servicios públicos de empleo como -y con especial mención- las agencias de colocación, continúan enarbolando los dos pilares básicos sobre los que se sustenta el tráfico de la intermediación laboral acorde a una perspectiva estrictamente bilateral; todo ello, al menos, quede manifestado desde un punto de vista cualitativo. Si tomamos en cuenta la dimensión de cantidad, esto es, el número de competencias u obligaciones que tales instrumentos son capaces de asumir, parece evidente un notorio empuje a favor de la mayor operatividad de ambas pero con evidente señalamiento a las agencias de colocación pues asumen nuevas funciones -entre las que destacan el régimen para la orientación en la búsqueda de empleo o la recolocación de trabajadores- todo lo cual impulsa su operatividad al tiempo que las separa de la manifestación tradicional del órgano público, acreditando con ello los altibajos del legislador a la hora de enfocar debidamente el trato legislativo de la materia.

En resumen y por lo que respecta a los servicios públicos de empleo, tras las novedades acontecidas por las Leyes 56/2.003 y 35/2.010, el último exponente queda materializado a través de los artículos 15 y 17 del Real Decreto Ley 13/2.010, de 3 de diciembre, de “actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y liberalizadora para fomentar la inversión y la creación de empleo”​[67]​, al plantear un refuerzo estrictamente subjetivo, esto es, de personal, que coadyuve a los servicios públicos de empleo en el abordaje de una suerte de ocupación a la carta, en un operativo de trato personalizado de cara al acercamiento entre oferta y demanda de empleo​[68]​.

Por su parte y en lo que atiende a las agencias de colocación, su mutación es más que evidente por cuanto frente a las originarias -al menos en círculos doctrinales si bien no en exclusiva- agencias privadas de colocación sin fines lucrativos​[69]​, se pasa hoy día a las agencias de colocación, a secas, ya que pueden ser organizaciones públicas o privadas y presentar, o no, afán de lucro​[70]​. Se trata, en fin, de una clara apuesta a favor de su dinamismo y eficacia aunque necesitada, no obstante, de un prudencial espacio de tiempo para comprobar la idoneidad de sus modificaciones pues, hasta el momento y tras década y media de vida, parece que no han emergido los frutos esperados; quizá y entre otros motivos de mayor calado por los ambages que en términos de confianza han suscitado en la ciudadanía​[71]​, así como por ciertas contradicciones observables en el Real Decreto 735/1.995 regulador de su régimen jurídico hasta diciembre de 2.010 y el ya presentado Convenio OIT nº 181​[72]​ que, en tanto exponente el Derecho Internacional uniforme, cumple las funciones de estándar normativo y canon interpretativo respecto a la legislación doméstica.





Es un hecho probado el que el Derecho del Trabajo ostenta una función tuitiva. La relación laboral clásica, aparece fundamentada sobre un sistema complementario y sinalagmático de prestaciones que, no obstante, se asienta sobre un conflicto base que ampara la contraposición de intereses estructurales de ambas partes contratantes. Así las cosas y dada la natural supremacía de la posición del empresario desde la ya eufemísticamente denominada cuestión social, deviene capital un Derecho regulador, en términos de garantía, de la posición jurídica del trabajador, esto es, el Derecho individual del trabajo, en cuyo seno adquiere una singular importancia la política de contratación como germen de la relación laboral ordinaria.







Tomando como referencia de inicio la promulgación de la Constitución Española de 1.978, verdadera materialización normativa del salto desde la dictadura franquista a la monarquía parlamentaria instaurada bajo el cimiento espiritual que inspira un Estado Social y Democrático de Derecho, se pueden observar dos grandes fases en la evolución de la política de contratación:

1ª. Un segmento temporal que abarca, aproximadamente, entre los años 1.978 y 1.994, esto es, desde el ocaso de la transición política hasta la principal reforma normativa del sistema constitucional español de relaciones laborales. En síntesis, refleja un enclave originariamente asentado en una grave crisis económica que, en buena lógica, obliga a rápidas y públicas medidas de contención que, con fundamento en patrones políticos, legislativos e incluso propios de una incipiente concertación social, ayudan al asentamiento del principio de contratación temporal coyuntural, esto es, al margen del actualmente necesario postulado de causalidad, lo cual no es lo más recomendable como regla a seguir pero quizá sí lo más apropiado para la tesitura del momento, en la que informaba como objetivo prioritario el crear empleo a cualquier precio como estímulo para un decidido impulso de la economía.





Así las cosas llegamos al momento presente. De cara a su análisis y prácticamente como característica común a cualquier otro marco jurídico de relaciones laborales amparado en el principio democrático, el examen debe partir de una necesaria toma en consideración de dos corrientes operativas que, sin embargo, convergen en un mismo resultado. Expresado de otro modo, complementar la estabilización de la contratación laboral temporal con la omnipresente promoción de la contratación por tiempo indefinido en aras de la política de empleo y sus principales objetivos.

En aquello que concierne en primer lugar a los contratos temporales, las distintas modalidades de pactos actualmente en vigor, someramente presentadas, se pueden englobar en las siguientes categorías: contratos causales clásicos​[75]​, contratos formativos​[76]​, contratos a tiempo parcial​[77]​ más las dos concretas y novedosas incorporaciones al elenco gracias a la Ley 43/2.006, de 29 de diciembre, “para la mejora del crecimiento y del empleo”, cuales son el contrato para el fomento del empleo en discapacitados y el de los desempleados en situación de exclusión social​[78]​.

Una mención en particular, aunque sólo sea con fundamento en la última reforma normativa al respecto, para el contrato a tiempo parcial. Conforme al Acuerdo Social y Económico nacido en febrero de 2.011 al amparo del diálogo social y, más concretamente, en su primera materialización jurídica encarnada por el Real Decreto Ley 1/.2011, de 11 de febrero​[79]​, se impulsa el contrato a tiempo parcial para jóvenes de hasta 30 años de edad y parados de larga duración que lleven inscritos como demandantes de empleo en el Servicio Público correspondiente un determinado segmento temporal, modalidad de pacto que trae aparejados importantes beneficios para la empresa en forma de deducción por causa de cotización a la Seguridad Social​[80]​. Esta modalidad de negocio, ha de ser considerada como la versión principal del más moderno plan de choque a favor de la ocupación de ciertos colectivos particularmente desfavorecidos en sus opciones de acceso al mercado de trabajo.

Por lo que respecta a la contratación indefinida, junto al que cabría considerar su exponente más típico a tiempo completo y además también del paradigma recientemente mencionado pues admite la indefinición de su término final, existe también una modalidad a tiempo parcial desgajada hace relativamente poco tiempo del contrato fijo-discontinuo​[81]​, el cual, ya de paso, sumamos al elenco de instrumentos protagonistas para cerrar la relación con el contrato para fomento de la contratación indefinida​[82]​.

Como ya fue comentado por mi parte al inicio de este trabajo, el objetivo del mismo no es el de analizar con detalle el régimen jurídico de todas estas figuras, sino el de plantear y ya de paso reflexionar sobre las principales inquietudes que a día de hoy sugiere la política social en materia de empleo, más concretamente para el caso que nos ocupa la tendente a la contratación laboral como principal puente de conexión al nivel de ocupación. Pues bien, la problemática puede plantearse en términos interrogativos; si con fundamento en la reforma de 1.994 el objetivo básico es el de restringir la contratación temporal e impulsar la de talante indefinido, ¿cómo es posible que, actualmente, haya más modalidades de contratación temporal ayudándose, de esta manera, a que tal opción de vínculo determinado sea ya un irremediable compañero de viaje de la política de empleo?

Ciertamente, considero que el simple hecho de que haya un superior número de contratos temporales no es en sí mismo algo negativo si se preconiza un uso racional de estas figuras, esto es, la presencia en el ordenamiento contemporáneo de tales vínculos ofrece más y mejores opciones a un potencial trabajador para convertirse en tal, por lo tanto, si no existieran, la reflexión parece más que obvia. En consecuencia, no parece que el problema deba hallarse en la posible cuantía o suma de contratos temporales sino en el espíritu que debe informar cada uno de los mismos a modo de trampolín para una ulterior contratación indefinida y donde, a salvo del incumplimiento como regla general de ciertos requisitos de forma, nada más aporta en esencia el ordenamiento jurídico a este respecto. Explicado en otros términos, a día de hoy la política de contratación y por tanto la controversia sobre el fomento del empleo, es una problemática centrada en el único patrón que representa el coste del factor trabajo, es decir, abaratar el futuro empleo, sin embargo no hay una lectura interpretativa global de qué es lo que se pretende, aspecto que, peyorativamente, termina desembocando en un desmedido andamio coyuntural que hace que todas las normas y sus declaraciones de intención sean iguales, como idénticos son los resultados insuficientes en la realidad empírica.

Por reflejar un dato cuantitativo adaptado a la realidad actual, al menos en lo que al segmento de anualidad natural concierne, destacar que a comienzos de 2010, enero concretamente, aparecen reflejadas un total de 1.050,20 comunicaciones de contratación de las que 94,60 corresponden a vínculos indefinidos y 955,60 a contratos de duración determinada. El dato estadístico, sin lugar a dudas, es contundente; ahora bien, más lo ha de ser si se compara con las variables registradas en el año anterior, a cuyo tenor se aprecia un descenso en el total de registros de 75,50 (en términos porcentuales, un 6,70% menos) que, traducido a términos de duración, representa 24,60 contratos indefinidos de menos (descenso del 20,60%) y 50,90 vínculos temporales también de menos (rebaja porcentual del 5,10%)​[83]​.

Así las cosas, los datos son elocuentes. Se reduce el total de comunicaciones registradas, descienden ambas modalidades en cuanto al parámetro de su duración concierne y, a mayor notoriedad en el contexto peyorativo, el más claro y destacable porcentaje de rebaja en la contratación se produce respecto al pacto indefinido; finalmente, si interpretamos todos estos datos en el parámetro más básico que supone el saber que, en términos aproximativos, si de más de un millón y medio de empresarios en este país no llega al 1 por cien de los mismos los que contratan por cuenta ajena a 100 ó más trabajadores, el panorama es realmente preocupante puesto que ¿para qué se necesitan medidas de promoción de la contratación si realmente y en términos proporcionales no hay receptores para las mismas en la práctica? Son todos ellos números y exégesis que, a día de hoy, dicen bien poco de lo que ha de ser la principal fuente de empleo en un ordenamiento democrático.

Sea como fuere, la conclusión básica es que, si bien se sigue intentando promover la contratación indefinida tanto en lo que concierne a la articulación de nuevas modalidades contractuales​[84]​ como a través del impulso de incentivos legales al empresario para recurrir a las tipologías ya consagradas​[85]​, resulta que, en el otro platillo de la balanza, la contratación temporal, ya sea por facilidades legales ya por miedo, se ha afianzado en la práctica contemporánea hasta niveles de mal endémico en nuestra política de empleo, algo que en términos estadísticos y para según que segmentos temporales, puede irradiar algún efecto positivo pero que a nivel de planteamientos, valores y principios operativos de un ordenamiento laboral y democrático del siglo XXI, realmente dice muy poco y además con carácter negativo​[86]​. Como principal botón de muestra de esta reflexión, la reforma de 2.010 no introduce modificaciones sustanciales sobre contratación temporal en la línea que cabía esperar, es más, se recogen datos que indican una subvención, por tanto empuje de algunas de sus modalidades, como por ejemplo las de carácter formativo.

3. Una mención especial a las empresas de trabajo temporal.

Con fundamento en la reforma del mercado de trabajo de 1.994 y junto al ya comentado hito que supone la ruptura del monopolio público en tareas de intermediación gracias a la habilitación de las agencias de colocación originariamente sin fines lucrativos, una segunda gran novedad -y no necesariamente en ese mismo orden de importancia- es el decidido propósito de alterar la estructura vigente del hasta entonces Derecho del Empleo a través de la opción de cesión de trabajadores entre diferentes empresas. Pues bien, el mecanismo que se arbitra para, institucionalmente hablando, proceder a este trámite es el de las empresas de trabajo temporal.

El apoyo normativo de las mismas queda asentado en la Ley 14/1.994, de 1 de junio, tercera manifestación material del trípode normativo de metamorfosis que inspira esta gran reforma laboral y la de contenido más específico. En síntesis, el objetivo que con su operatividad se postula es el de canalizar un régimen de intermediación en tareas de colocación sobre la base de un dispositivo triangular; la empresa de trabajo temporal contrata laboralmente a trabajadores, bien con carácter indefinido bien por tiempo determinado, para a continuación y al amparo de los dictados de un negocio mercantil identificado como contrato de puesta a disposición, cederlos a empresas usuarias por cuya cuenta prestan servicios en base a una mera relación de derechos y deberes. Cabe insistir, esta prerrogativa prohibida hasta 1994 cobra vida como un nuevo intento de reformular los patrones de la intermediación en el tráfico de actividades dependientes y por cuenta ajena, así las cosas, no puede resultar extraño el que el propio legislador condicione severamente la funcionalidad de estos entes mediante la previsión de ciertos requisitos entre los que destacan la necesidad de autorización administrativa por la autoridad laboral competente (Ministerio de Trabajo e Inmigración o entidad autonómica correspondiente) o la constitución de garantía financiera ante posibles responsabilidades económicas.

Si trasladamos toda esta dogmática y régimen normativo a la realidad empírica, cabe observar como en el primer trienio de vida de las empresas de trabajo temporal ni siquiera llegó a 100.000 el número de contratos de puesta a disposición celebrados, circunstancia que, como dato para la historia, acontece en abril de 1.997 al registrarse 102.001 contratos. A partir de aquí, el valor absoluto de negocios jurídicos aumenta poco a poco aunque en términos porcentuales decrecientes respecto al factor tiempo, pues es necesario el transcurso de siete años más para llegar a la segunda centena de millar en junio de 2.004 (200.129 contratos) y marcando un tope máximo de 266.761 en octubre de 2.007. A partir de este instante y como consecuencia directa de los efectos de la crisis financiera, su número comienza a descender de manera absoluta hasta el punto de poder ofrecer el siguiente valor a modo de exponente: en diciembre de 2.008, se marca la tasa de 145.344 contratos, un guarismo que no acontecía desde abril de 1.998 y que, en consecuencia y salvando las distancias, implica un retroceso en términos de eficiencia de toda una década​[87]​.

Confiando en salir pronto de esta recesión económica, lo cierto es que las empresas de trabajo temporal suponen un instrumento original y fresco que, con las debidas garantías, contribuye a la flexibilidad en materia de intermediación laboral. Resulta en consecuencia digna de elogio la opción tomada por el legislador en su momento en pro de su viabilidad y ello aun cuando no siempre están bien vistas por generar opciones de colocación necesariamente temporales, pero colocaciones al fin y al cabo, cabría apostillar.

La materialización práctica de esta reflexión, de alguna manera queda patente en las modificaciones que la Ley 35/2.010 opera respecto a la Ley 14/1.994 y que, a continuación, son objeto de síntesis:

En primer lugar, destaca la novedad sobre exclusiones en materia de posible recurso a contratos de puesta a disposición. En este punto, es necesaria una interpretación sistemática de los apartados 1, 6 y 7 del artículo 17 Ley 35/2.010 -modificativos y ampliatorios respecto de su homónimo del Real Decreto Ley 10/2.010-  en cuya virtud no sólo se mantiene la exceptuación respecto de actividades particularmente peligrosas para la seguridad y salud de los trabajadores, sino que se incorpora el listado específico de ocupaciones de especial peligrosidad inicialmente demandado en la redacción originaria del artículo 8.b) Ley 14/1.994​[88]​. Por su parte y quizá pensando en el otro platillo de la balanza, se establece que el resto de prohibiciones actualmente vigentes quedan sin efecto a partir de 1 de abril de 2.011​[89]​, tratando de ampliar así el espectro operativo de estas instituciones.

En segundo lugar y en materia de derechos de los trabajadores cedidos, mencionar la nueva regulación contenida en los apartados 2 y 4 del artículo 17 Ley 35/2.010​[90]​. Incorpora una garantía del principio de igualdad de trato en las condiciones de trabajo respecto a los trabajadores de la empresa usuaria así como idénticas opciones de acceder a servicios complementarios durante el periodo de puesta a disposición.

Finalmente y en tercer lugar, una mención hacia los deberes de la empresa usuaria, entre los que destaca la responsabilidad subsidiaria en cuanto a la indemnización por extinción de contrato de trabajo y de información a trabajadores cedidos sobre puestos de trabajo vacantes​[91]​.





Por mucho que se produzcan reformas normativas, el espíritu que informa la presente prerrogativa se mantiene inalterado; así y expresado en formato conceptual, la formación profesional acarrea el conjunto organizado de acciones formativas que capacitan para el acceso al empleo, para la ejecución de las diferentes profesiones y para la participación activa en la vida socio-económica. Ahora bien, no es menos cierto que en el transcurso de la última década, la institucionalización del régimen jurídico que informa esta temática ha sufrido una importante reestructuración con apoyo en el Real Decreto 395/2.007 sobre “subsistema de formación profesional para el empleo” que, como es lógico, debe convertirse en la piedra angular del presente comentario.

Antes de entrar al grano de la cuestión, resulta necesario anticipar que la reforma institucionalizada mediante Real Decreto Ley 3/2.011 ha introducido novedades en el tratamiento de esta siempre particular pero fundamental temática. De entrada, una apreciación formal cual es la terminología más coloquial, cercana, con la que el legislador parece querer motivar a la ciudadanía respecto a una necesaria sensibilización en la materia; en segundo lugar, también de contenidos, puesto que resulta llamativo y manifiestamente criticable que la legislación jurídico-laboral no haya venido contemplando, en el segmento temporal que transita entre los años 2.007 y 2.011, una regulación básica que presente los aspectos esenciales, cabe redundar, de la formación profesional. Así las cosas y quizá consciente de ello, el legislador aporta un nuevo artículo 26 a la Ley 56/2.003 que reconstruye la formación profesional para el empleo sobre la base de tres grandes pilares:

	La revitalización del diálogo social y la negociación colectiva como instrumentos al servicio del formateo y la eficacia de este derecho a la formación profesional​[92]​.

	El reconocimiento de los títulos de formación profesional y de los certificados de profesionalidad como instrumentos materiales de oferta y acreditación de las cualificaciones estructuradas en el catálogo nacional según familias profesionales​[93]​.

	La mayor implicación de los Servicios Públicos de Empleo en el tejido de una red de colaboración (Administraciones Públicas y centros de referencia nacional, tanto públicos como privados) que promueva y controle una oferta de formación con tracto sucesivo, ya sea presencial o a distancia​[94]​.

Sin embargo y no parece que contento con ello, adiciona otra novedad al edificio jurídico de la temática dentro de la misma dogmática y que viene materializada por los artículos 72 y siguientes de la Ley 2/2.011, de 4 de marzo, de “Economía Sostenible”​[95]​ y su complemento institucionalizado en la Ley Orgánica 4/2.011​[96]​, a cuyo tenor se postula una adaptación permanente del sistema de formación para trabajadores y sociedad en su conjunto del que deben formar parte gobierno, comunidades autónomas, empresas privadas y agentes sociales. En particular, el gobierno asume el compromiso de crear una red de centros para la eficiencia del sistema​[97]​.

Pues bien, sobre la base de estos novedosos asientos normativos, la formación profesional legalmente acomodada y que parte del referente normativo que constituye la Ley Orgánica 5/2.002 sobre “sistema nacional de cualificaciones y formación profesional”​[98]​, conlleva una doble estructura de vertebración:

A) La formación básica educativa que se articula mediante la Ley Orgánica 2/2.006 de “Educación”​[99]​ en desarrollo de tal premisa constitucionalmente reconocida en forma de derecho fundamental mediante el artículo 27.1 CE. Básicamente, la misma queda engranada en la tarea formativa en dimensión inicial, grados medio y superior, que han de capacitar para la integración y práctica laboral en determinados campos profesionales​[100]​.

B) La formación especializada para el empleo, esencialmente diseñada para la capacitación originaria que determina el acceso al mercado de trabajo o para la ulterior especialización en el mismo en orden a las exigencias de adaptabilidad que impone la progresión del sistema productivo.

Con ser las dos de notoria importancia​[101]​, a los efectos de nuestro estudio lo es más la segunda por cuanto su trazado espiritual es más próximo al perfil de la ciencia jurídico-laboral. Así las cosas, a continuación se analizan los dictados normativos inmediatamente anterior y posterior al ya mencionado Real Decreto 395/2.007, a efectos de comprobar qué novedades se incorporan y, en la medida en que así sea, qué de positivo se puede obtener con todo ello; norma jurídica que, mientras no se diga lo contrario y al menos en lo que respecta al futuro a corto plazo, debe considerarse desarrollo normativo -enraizado en 2.011, por tanto paradójicamente previo en el tiempo- del artículo 26 Ley 56/2.003.

1.	La formación profesional hasta el Real Decreto 395/2.007.

Históricamente, al menos hasta el momento inmediatamente anterior al Real Decreto 395/2.007 que opera de este modo como punto de partida de tal enclave pretérito, la formación profesional se bifurcaba entre la ocupacional y la continua, las cuales, si bien es fácil entender operaban con un talante complementario, presentan una propuesta de acción diferente:

	La formación profesional ocupacional, servía a la causa de la cualificación mínima a favor de ciertos colectivos para garantizar una adecuada inserción laboral. Ahí quedan como ejemplos más representativos el Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional o los Programas de Escuelas Taller, Casas de Oficios y Talleres de Empleo, cimentados todos sobre un régimen de enseñanza a jóvenes en torno a los 25 años, como regla general, a efectos de, con posterioridad, realizar ocupaciones vinculadas a bienes patrimoniales, actividades de interés social y nuevos yacimientos de empleo.

	La formación profesional continua, repercutía sobre trabajadores ya empleados al objeto de ampliar sus conocimientos y mejorar su capacidad de adaptabilidad a las nuevas exigencias que progresivamente demanda la organización productiva en su conjunto. Su principal gobierno residía en la Fundación tripartita para la formación en el empleo.

2.	El actual Subsistema de Formación Profesional para el Empleo.

Una vez que entra en vigor el Real Decreto 395/2.007, ya desde la propia exposición de motivos de esta norma el legislador deja clara la conveniencia, casi necesidad, de que este frente bipolar en materia formativa quede unificado bajo lo que cabría entender como una causa común en el ánimo, lógicamente, de mejorar las expectativas que al respecto cabe esperar. Pues bien, así es como surge el Subsistema de Formación Profesional para el Empleo, el cual puede quedar fácilmente presentado si atendemos  a su estructura, su acción formativa y su financiación.

Su estructura de objetivos, debe ser fundamentada en dos grandes pilares de apoyo​[102]​:

1)	El engranaje de toda acción formativa en el marco normativo del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional.

2)	La promoción, en especial, de la Formación Profesional a través de los agentes sociales, esto es, con apoyo en la concertación y negociación colectiva.

En lo que concierne a su acción operativa, cuatro grandes prerrogativas informan el régimen de actuaciones:

	Formación de demanda: acciones encaminadas a cubrir las necesidades concretas de los empresarios y sus trabajadores​[103]​.

	Formación de oferta: orientada a las expectativas de acceso al empleo y cualificación profesional​[104]​.

	Formación en alternancia: como principal exponente del pretendido talante combinado formativo-laboral, el contrato para la formación​[105]​, sin perder de vista, en cualquier caso, otros programas públicos de acción​[106]​.

	Acciones de apoyo: básicamente, medidas de acompañamiento a la formación​[107]​.

Por último y en lo que a la financiación comporta, mencionar como novedad la supresión de la clásica subvención de cursos especializados a favor de un régimen de bonificaciones por cuotas de cotización a la Seguridad Social condicionadas por un criterio de territorialización según Comunidades Autónomas, aunque conviviendo con ciertas aportaciones del Servicio Público de Empleo Estatal.

A modo de reflexión final sobre esta materia, lo cierto es que la formación de los trabajadores a efectos del salto inicial al mercado de trabajo y sobre todo pensando en su progresiva cualificación profesional a favor de la adaptabilidad al progreso en su conjunto, ha sido, es y seguirá siendo uno de los temas clave en el siempre importante espacio de la política de empleo. Hasta tal punto es importante este ideal que la formación de ambos grupos de personas no camina por vías radicalmente separadas, sino que el legislador cada vez fomenta con mayor intensidad la participación conjunta​[108]​. Es lo cierto, como así lo evidencian numerosos estudios especializados, unos de orden generalmente sociológico, otros más específicamente jurídicos, que los trabajadores valoran su formación casi tanto como el salario que puedan llegar a percibir en contrapartida a su prestación laboral, entienden por tanto que una buena formación les puede permitir puestos de mayor escalafón -y mejor retribuidos- hasta el punto de rechazar hoy día la práctica de trabajo a tiempo parcial por hacer equivaler este hecho a una reducción proporcional de sus opciones de mejora en el plano formativo. 

Respecto a la traducción de estos deseos en la práctica, analizando los datos estadísticos​[109]​ se comprueba que en el 2.007 y al amparo del todavía Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional​[110]​, finalizaron su formación un total de 257.264 trabajadores, viéndose sensiblemente reducida tal cifra en 2.008 hasta los 222.918 trabajadores (descenso del 13,35%) al amparo del ya nuevo Subsistema de Formación Profesional para el Empleo. Esta estadística puede ser disgregada, además, en dos segmentos interesantes:

	Sexo: 101.592 hombres (40%) y 155.672 mujeres (40%) en 2.007. Mientras que para 2.008, la estadística ofrece 91.236 hombres (41%) y 131.682 mujeres (59%).

	Edad: el porcentaje más elevado de trabajadores implicados es el de 35 ó más años (96.608 en 2.007; el 37,55% y 90.340 en 2.008; el 40,52%).

De estas variables se deduce la siguiente reflexión. Con el nuevo Subsistema de Formación Profesional para el Empleo disminuye la actividad formativa de los trabajadores, apreciándose no obstante un ligero repunte porcentual en el sexo masculino -si bien el femenino sigue siendo mayoría absoluta- y un cada vez superior porcentaje en formación para trabajadores cercanos a la edad madura. En fin, conclusiones que para nada concuerdan con los deseos políticos de mejorar la formación profesional prestando especial atención a los grupos más desfavorecidos como puedan ser los jóvenes o las mujeres. 

Sí que es cierto que no hay una solución absoluta para cada problema que al respecto se pueda plantear, sin embargo el ordenamiento español se mueve con firmeza y dinamismo dentro de una propuesta de acción vidriosa pero clave en el marco del empleo, máxime en la etapa actual debido al contexto de recesión económica que condiciona a numerosos ajustes de política restrictiva.

VI.	UN DECIDIDO IMPULSO A FAVOR DE NUEVAS TENDENCIAS ORGANIZATIVAS.





El régimen funcional de la Economía Social -históricamente enraizado en España y otros países de Europa occidental desde finales del siglo XVIII- ofrece carta de naturaleza a un peculiar modo de concebir la titularidad y práctica empresarial que, hoy más que nunca, está de moda. El problema -si como tal debe ser entendido- es que el asiento de la misma en el Derecho comunitario y su ulterior reflejo en el ordenamiento doméstico español no se ven acompañados por una normativa base de economía social sino por una yuxtaposición de concretas normas reguladoras de las específicas modalidades o entidades de economía social, circunstancia que no es criticable pero que, sin embargo, impide ver la esencia de los principios alentadores de este modelo productivo. Pues bien, como remedio a esta situación responde la novedosa Ley 5/2.011, de 29 de marzo​[111]​, esto es, conformar un régimen legislativo básico que opere como cabeza visible​[112]​ de todo un entramado que se completa con las restantes normas ya vigentes sobre cada una de las entidades del sector, aspecto que contribuye a revestir el estudio de mayor sistemática, mejores contenidos y, especialmente, de un plus de seguridad jurídica en el devenir de sus actuaciones.

Un breve análisis de esta normativa, exige partir de los cimientos de la institución, es decir, de un concepto de economía social; a este respecto el legislador manifiesta que “se denomina economía social al conjunto de actividades económicas y empresariales que, en el ámbito privado llevan a cabo aquellas entidades que (…)  persiguen bien el interés colectivo de sus integrantes, bien el interés general económico o social, o ambos”​[113]​. No obstante, el centro neurálgico de la nueva norma se encuentra en los principios inspiradores de la economía social pues son los que, espiritual y materialmente, conforman sus señas de identidad. Sin necesidad de reproducción textual, lo importante es la esencia interpretativa que de los mismos emana, la cual viene informada por el papel de sus miembros (gestión autónoma, aportación al trabajo, conciliación, empleo estable, etc.), por la productividad económica (obtención de ganancias conforme trabajo aportado, aplicación cíclica de excedentes, etc.) y por su independencia respecto de los poderes públicos​[114]​.

Una primera reflexión sobre esta emergente tendencia de la economía social, conduce casi inexorablemente al ideal del capital social, por tanto al de organización productiva de base societaria y, finalmente, al de su institucionalización jurídica mediante el Derecho Mercantil, como al comienzo del epígrafe ya se apuntaba. Ahora bien, no es menos cierto que el calificativo de social conecta necesariamente y desde la perspectiva cualitativa con el Derecho del Trabajo, de tal manera que, llegados a este punto, la pregunta que subyace es la de qué tienen que ver este tipo de sociedades con el plano de la laboralidad y, más concretamente, con el del autoempleo. La razón, a priori, es sencilla; el acceso al tráfico jurídico de sociedades que no van a operar en exclusiva como empresarios sino más bien como protagonistas activos de tareas productivas.

Hay dos grandes modalidades​[115]​ de organización representativas de dicha tendencia institucional:





Por lo que concierne a las cooperativas de trabajo asociado, son las que reúnen a un colectivo de personas físicas organizado para la práctica de una serie de actividades a fin de satisfacer sus necesidades económicas y sociales, por ello y aunque en su origen, conforme aspectos de procedimiento, son mercantiles, en su finalidad espiritual y construcción material son plenamente laborales, acreditado ello entre otros factores de mayor o menor calado, en el estudio de los tres grandes presupuestos que han de informar el análisis de la práctica jurídico-laboral, cuales son el subjetivo (protagonista de la tarea), el objetivo (condiciones de trabajo) y el de Seguridad Social (tutela frente a contingencias generalmente derivadas de la práctica profesional):

	Subjetivo: integra socios (sujetos con capacidad laboral que además realizan las aportaciones económicas al capital social)​[116]​ y trabajadores asalariados (personas físicas contratadas para trabajar y lograr así los bienes y servicios para terceros, pero que no realizan aportaciones).

	Objetivo: las condiciones laborales que informan el tiempo de trabajo, vicisitudes modificativas, etc. Suelen tener un tratamiento en Estatutos bastante similar, por no decir en según qué casos prácticamente idéntico, al ofertado por el Estatuto de los Trabajadores.

	Seguridad Social: la cooperativa, en Estatutos, puede optar entre una asimilación al trabajo por cuenta ajena y ampararse, en consecuencia, en el Régimen General de la Seguridad Social, o bien, al trabajo autónomo para, de este modo, converger a efectos de encuadramiento administrativo en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos.

En términos estadísticos​[117]​, se aprecia un lento pero constante retroceso a esta fuente organizativa de sociedad cooperativa desde hace aproximadamente una década, con especial acuse desde 2.005, siendo también apreciable en la específica modalidad de cooperativas de trabajo asociado, produciéndose en este ámbito el bache más acentuado a partir de 2.006. En cualquier caso, sirva este apunte estadístico para acreditar que la modalidad de trabajo asociado es la opción cooperativista más empleada a lo largo de los últimos años, como así lo refleja el dato de que en 2.008 el 75% y en 2.009 el 67% optaran por tal modalidad estructural.

En segundo término y por lo que atiende al régimen básico de las denominadas sociedades laborales, se trataría de las clásicas sociedades comerciales de tipo anónimo o responsabilidad limitada en las que, como elemento prioritariamente diferencial, la mayoría del capital social (50,01%) corresponde a trabajadores de corte indefinido que prestan servicio para la misma, siendo por lo demás sus patrones de régimen jurídico subjetivo, objetivo y de Seguridad Social idénticos a los anteriormente presentados para las cooperativas.

Estadísticamente y siguiendo una línea paralela a lo acontecido con las cooperativas​[118]​, es apreciable un continuo descenso en el número de estas sociedades laborales, hasta el punto de poderse concluir que nunca fue más baja la cuantía de las mismas que en el bienio 2.008-2.009 respecto al tope máximo a estos efectos materializado en el año 2.002. Además, dos últimos apuntes; en lo que concierne a los miembros de tales sociedades, los socios capitalistas representan tanto en 2.008 como en 2.009 un 27% del total de socios, dato evidentemente relevante a efectos de la aportación del capital social. En segundo término y por aportar una visión amparada en el principio de transversalidad, decir que si bien en el total de socios trabajadores el papel de la mujer es inferior pues representa, aproximadamente, un 30% a lo largo del bienio en cuestión, sin embargo es preponderante en el plano del más importante concepto de socio capitalista donde roza el 50% en 2.009 y se disparaba casi al 60% en 2.008, dato elocuente sobre el papel emprendedor de la mujer en época actual.

Así las cosas y por resumir este primer planteamiento apoyado en la efervescente economía social, lo cierto es que la misma, o para ser más concretos, las organizaciones societarias en las que tal se materializa, están fundamentadas en razones tanto economicistas como estrictamente laborales para promover su empleo​[119]​ y es que, a día de hoy, gozan de un extraordinario predicamento como fórmula alternativa de productividad. Es un dato que queda comprobado por las importantes subvenciones que reciben de cara a la reincorporación a las mismas y la mejora de su competitividad, si bien cabe reconocer que, en enclaves de crisis, este argumento debe ser tomado con las necesarias reservas. Creo que no sólo como solución frente a la crisis sino por esencia propia es apropiado el fomento de lo que en conjunto representa la economía social        -aspecto en el que, a nivel institucional, jugará un papel crucial el Consejo para el Fomento de la Economía Social​[120]​- lo cual se puede comprobar no en una, ni siquiera en dos sino hasta en tres ocasiones en la nueva Ley 5/2.011​[121]​, lográndose de este modo y como principal punto de partida “(…) el reconocimiento y mejor viabilidad de la economía social, otorgándole una mayor seguridad jurídica (…)”​[122]​.

2. El trabajo autónomo.

En lo que respecta a la actividad por cuenta propia, cabe partir de una afirmación suficientemente contrastada; si bien el trabajo por cuenta ajena forma parte de la política de empleo, no todo lo que representa política de empleo es equivalente, en términos necesarios, a trabajo por cuenta ajena, es más, se abre paso con fuerza a lo largo de los últimos años el trabajo autónomo como fuente de productividad.

La principal problemática que gira en torno al desempeño de tarea por cuenta propia, es la existencia de una evidente contradicción en cuanto a la concepción de este modo operativo. De puertas para adentro, esto es, en lo que atiende a la visión que desde dentro del propio colectivo de autónomos se procura de la actividad por cuenta propia, es apreciable una interpretación meritocrática, esto es, una visión claramente positiva de su aporte a la productividad. Ahora bien, de puertas hacia fuera y con especial mención a la visión promovida al respecto y hasta hace bien poco tiempo por los poderes públicos, se aprecia una connotación peyorativa principalmente reflejada en la escasa atención a las condiciones para la ejecución de su actividad. Sea como fuere y quizá en atención a los criterios de flexibilidad que informan el actual Derecho del Trabajo, se abre camino con fuerza inusitada esta renacida manera de concebir la actividad productiva que, en consecuencia, gana enteros en cuanto a notoriedad en la moderna política de empleo​[123]​.

En la historia más reciente, y por tal cabe entender hasta mediados de 2.007, aproximadamente, el autónomo ni siquiera gozaba de los parabienes de una definición específica a salvo de la regulación ofertada mediante el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos enmarcado en el sistema institucional de la Seguridad Social. A día de hoy y gracias a la materialización de un marco normativo propio como es el Estatuto del Trabajador Autónomo, ya se constata no sólo un concepto sino toda una vertebración de lo que ha de ser un régimen jurídico propio para el autónomo y su actividad por cuenta propia, sin embargo, no es menos cierto que, contando incluso con próximos desarrollos reglamentarios, resulta preceptivo analizar con carácter particular el régimen jurídico de cada actividad autónoma por cuanto el Estatuto no ha de operar más que como una especie de acuerdo marco envolvente y habilitador de la potestad unilateral del sujeto para organizar el modo de ejecución de su propia actividad. 

Por último, al igual que se puntualizaba respecto a la economía social, coexisten razones tanto económicas como específicamente laborales para defender y al tiempo promover este tipo de actividad productiva​[124]​, sin embargo no lo es menos el reconocer que la ausencia de ajeneidad y dependencia es el principal presupuesto diferencial respecto al trabajo asalariado y, por ende, su principal carta de presentación.

3.	Un ejemplo de promoción en común: la capitalización de la prestación por desempleo.

En el marco de la actual acometida por incrementar los niveles de empleo como principal contramedida frente a los devastadores efectos de la crisis económica, destacamos con luz propia la opción de abono en un solo pago que el sistema contributivo de Seguridad Social ofrece respecto a la cobertura del paro forzoso, esto es, la capitalización de la prestación por desempleo.

Actualmente habilitada mediante el artículo 228.3 LGSS, ubica su principal referencia normativa en el Real Decreto 1044/1.985, de 19 de junio y que, debido a su notoriedad y vínculo con la temática objeto de estudio, se reproduce textualmente:

“Quienes sean titulares del derecho a la prestación por desempleo de nivel contributivo, por haber cesado con carácter definitivo en su actividad laboral, podrán percibir de una sola vez, el valor actual del importe de la que pudiera corresponderles en función de las cotizaciones efectuadas, cuando acrediten ante el INEM que van a realizar una actividad profesional como trabajadores autónomos o socios trabajadores de una cooperativa de trabajo asociado o sociedad que tenga el carácter de laboral según las correspondientes normas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social”.

Así las cosas, se puede fácilmente comprobar mediante una primera lectura que el deber de realizar una tarea profesional al amparo de la condición de socio en cooperativa de trabajo asociado o sociedad laboral, o bien la práctica como trabajador autónomo, son condición inexcusable para optar a ser partícipe en los beneficios que cabe esperar en tal régimen de gestión. Analicemos, no obstante, con un tanto más de detalle cada una de las opciones en juego.

En lo que atiende a la economía social, las formas societarias normativamente propuestas como potenciales destinatarias de una prestación por desempleo capitalizada son exactamente las que en la actualidad se tratan de promocionar como alternativa al clásico trabajo subordinado, como una nueva opción de lograr un empleo estable que además genere una riqueza que termine redundando en el crecimiento económico.

Por su parte y en aquello que concierne en su influencia para la promoción del trabajo autónomo, finalidad que hoy día es posible pero que en ciertos enclaves del pasado quedó exceptuada, la misma parece querer asentarse en una novedosa visión del trabajo autónomo a cuyo tenor, y frente a la histórica actividad por cuenta propia del pequeño comercio, hoy día opera un horizonte mucho más abierto de actividades que obligadamente han de repercutir en un beneficio de la productividad y, por ende, de la economía en general​[125]​.





La política de empleo en España, transcurrida la primera década del siglo XXI, pasa por un evidente momento de convulsión. Circunstancias negativas de orden general como la galopante crisis económica en la actual dimensión globalizada, unida a otra serie de avatares más específicos en cuanto a cuestiones materiales y geográficas se refiere, condicionan un presente y un futuro a corto-medio plazo bastante oscuro. Todo sea dicho, el legislador es valiente en cuanto a la modernización de los principios que deben sustentar las directrices del empleo; ahí están los intentos por actualizar las instituciones que gobiernan esta política social, la supresión siquiera sea parcialmente del monopolio público en actividades de colocación, la reordenación operativa de los dictados que informan la formación profesional o, incluso, la lucha sin cuartel contra las perniciosas consecuencias que genera el empleo sumergido​[127]​. En todos estos núcleos temáticos se han producido reformas normativas orientadas a la mejora en la eficacia; sin embargo y en el platillo opuesto de la balanza, sobresale el muy deficiente tratamiento ofertado a la contratación laboral, pues no sólo no se encorseta debidamente el operativo de la contratación temporal sino que además se promueve un nuevo contrato a tiempo parcial, pretendidamente indefinido pero posiblemente temporal, que no acompaña sino que       -tiempo al tiempo- sustituye al hasta ahora modelo clásico u ordinario de contrato de temporalidad indeterminada, aspectos varios que, en suma, impiden el demandado objetivo de romper la dualidad del ordenamiento español en materia de contratación​[128]​.

El gran problema, de manera paralela a lo acontecido en el desarrollo de otras políticas sociales como pueda ser la referente al sistema de Seguridad Social y su futuro, es que da la apariencia que tales reformas son meros parches que pueden suponer un alivio temporal pero a la postre ficticio en tanto no erradican la raíz del tumor. En mi modesta opinión, no se ha producido -por tanto aún queda la esperanza- un debate en profundidad de los valores jurídico-sociológicos que actualmente deben informar el esqueleto de una moderna política de empleo, sino que la misma aún deambula condicionada por los principios puramente económicos del ahorro y la austeridad. Dos ejemplos para ratificar esta teoría: el primero, en materia de Formación Profesional, donde son cada vez más escasas las aportaciones públicas en formato subvención a empresas mediante el aporte de capital y su sustitución por bonificaciones en cuotas de cotización a la Seguridad Social que, en esencia, representan un dinero que materialmente no ingresa en las arcas del sistema pero que, al menos, tampoco ha salido previamente; el segundo, una vez más en materia de contratación, pues como recalcan destacados representantes de la doctrina especializada, hoy día ya no hay grandes diferencias entre un contrato temporal y otro indefinido como consecuencia de la opción, dentro de ciertos parámetros de tiempo, del coloquialmente conocido como “despido exprés”.

El caso es que ahí están los resultados. A pesar de las buenas intenciones plasmadas en las diferentes reformas normativas, la tasa de desempleo crece sin freno en la medida idéntica al recurso abusivo de la contratación temporal o a la desconfianza en los medios privados de intermediación laboral para la colocación. Por todo ello, mientras no se inspire una reformulación intelectual que ayude, en política de empleo, a no pensar en una dicotomía entre quienes mandan y quienes trabajan sino más bien en una simbiosis orientada a la productividad en el plano doméstico​[129]​, cualquier acometida por un paso adelante no conllevará más que la antesala de un paso y medio hacia atrás.

Como consecuencia de toda esta tesitura que opera como telón de fondo, recientemente, y para ser más concretos, con efectos de febrero de 2.010, el gobierno de la nación ha presentado a los agentes económicos y sociales un documento de líneas muy básicas sobre propuesta de reforma laboral en orden a tratar de paliar la negativa coyuntura actual. Esa declaración de intenciones, se apoya sobre tres grandes postulados:

	Un decidido impulso a favor de la confianza y, por tanto, de la interacción entre los poderes públicos y los agentes económicos y sociales con el ideal del crecimiento sostenible como telón de fondo. En otras palabras, una notoria acometida por reforzar los pilares del diálogo y concertación social como vía para institucionalizar cualquier reforma normativa y lograr, por tanto, el mayor grado de aceptación social de las mismas.

	Un espaldarazo a la política de empleo, tomando en cuenta sus cada vez más difuminadas vertientes activa y pasiva. El objetivo, en esencia, pasa por mejorar los mecanismos de intermediación, la reducción de la temporalidad y del desempleo así como en una renovada visión, al tiempo que más cercana, a favor de ciertos colectivos particularmente desfavorecidos tanto en sus opciones de acceso al mercado de trabajo como en sus condiciones laborales, propiamente dichas; especial atención, en este sentido, a los jóvenes, parados de larga duración, mayores de 45 años con tutela frente a desempleo agotada y a las mujeres, señaladamente en materia de igualdad de género​[130]​.

	Una apuesta por la mejora en la flexibilidad interna de las empresas, con especial llamamiento a la influencia que en tal sentido puede ejercer la negociación colectiva. Con ello, nuevamente se pone encima de la mesa el debate sobre la flexi-seguridad y la importancia que para la tutela de los trabajadores puede llegar a tener una moderna estructura administrativa, sobre todo desde la perspectiva que implica una mejora en la capacidad de adaptación a las cambiantes situaciones del entorno jurídico, económico y social.

Pues bien, escasamente 4 meses después de esta declaración gubernamental de intenciones, accede al tráfico jurídico el Real Decreto Ley 10/2.010, de 16 de junio, norma jurídica que, de entrada y en base a la técnica legislativa, es una primera pero gran manifestación de la falta de consenso entre gobierno y agentes sociales sobre los contenidos de la reforma a la postre ratificada con la institucionalización de la Ley 35/2.010, de 17 de septiembre, que lo sustituye; asimismo, un año después ven la luz varios Reales Decretos Leyes como sustento del plan de choque para mejorar la actual política de empleo y que continúan esa vidriosa estela de una hipotética extraordinaria y urgente necesidad​[131]​. No obstante, y al margen de las disquisiciones sobre el continente, lo más importante son los contenidos que aporta y donde, acaso los de mayor notoriedad, han sido ya presentados a lo largo de este trabajo. Por ello y como reflexión de conjunto sobre estas novedades legislativas, afirmo que la reforma activada en 2.010-2.011 no es nueva en absoluto pues se apoya en los mismos problemas que muchas de sus antecesoras desde la referencia originaria del ET de 1.980​[132]​, pero sí es distinta por ser una de las más amplias en cuanto a los campos temáticos de incidencia se refiere, opción que ni mucho menos es garantía de éxito puesto que si no produjeron los resultados apetecidos en anteriores acometidas, cabe desconfiar también de la presente, reflexión que ratifica la idea ya apuntada en la introducción de este trabajo sobre el carácter financiero y no tanto laboral de la crisis que sirve de cimiento a toda esta problemática.

 Así las cosas y llegados a este punto, en opinión personal tres han de ser las líneas maestras a recordar en el presente e incluso, me permito aventurar, pensando en futuras reformas en cascada:

1ª. En la cobertura jurídico-laboral de los trabajadores, cualquier reforma con objetivos de mejora debe partir de su propia base, no otra que el origen de la relación laboral asentado en la figura del contrato de trabajo. Creo que la óptica a seguir no es tanto la de subvencionar ciertas modalidades contractuales, sino el reflexionar sobre el fundamento jurídico del contrato en cuestión para, a la postre, decidir el catálogo de figuras contractuales y establecer un adecuado régimen jurídico.

Con fundamento en ello, creo que el contenido dispensado a la temática por el capítulo I de la Ley 35/2.010 ó el artículo 1 del Real Decreto Ley 1/2.011 no cumplen para nada con las expectativas que cabe esperar. Se puede expresar con letra más grande pero no por ello más clara.

2ª. Coincidiendo con la declaración de intenciones gubernamental, una adecuada programación de los procesos de reestructuración empresarial. Es cierto que, de hace un tiempo a nuestros días, la reformulación del Derecho del Trabajo parece apuntar a una garantía de mínimos, puesto que la inercia sobre la que actualmente se asienta la realidad social evidencia una clara supremacía del criterio de competitividad empresarial sobre el de tutela del trabajador, aspecto que no debe entenderse como desprotección de éste sino como condicionante en la mejoría de la primera a favor de la adaptabilidad, en ocasiones supervivencia, de la estructura productiva en la que se representa. Al amparo de esta reflexión, cabe insistir, es necesaria una ordenación adecuada tanto de los aspectos externos de la empresa (alteraciones de base jurídica, estructura productiva, etc.) como sobre todo en los internos, donde un impulso de la negociación colectiva estatutaria debe erigirse como estandarte en la batalla por asegurar el presupuesto de la co-decisión.

En este orden de cosas y en línea paralela a la de quien esto escribe, merece la pena resaltar el compromiso recientemente adoptado por los agentes económicos y sociales que se materializa mediante Resolución de 11 de febrero de 2.010 por la que se registra y publica el “Acuerdo para el empleo y la negociación colectiva 2.010, 2.011 y 2.012”​[133]​. En el mismo, más concretamente en su Capítulo I, se hace patente el manifiesto por los firmantes a favor de un decidido impulso de la negociación colectiva como instrumento más apropiado de lucha para el funcionamiento, en general, del sistema de relaciones laborales al tiempo que restaurador de la confianza a generar en la propia ciudadanía. Pues bien, una somera lectura del mismo, permite comprobar que el control de la política de contratación, el apoyo a la formación profesional como mecanismo de mejora en la capacidad de adaptabilidad y empleo así como la potenciación de los mecanismos de flexibilidad internos de las empresas, con especial mención al tele-trabajo, son aspectos esenciales a tener en cuenta en un futuro a corto plazo.

¿Qué ofrece la Ley 35/2.010 al respecto? Tratando de ser detallistas, cabe observar seis grandes referencias a la negociación colectiva​[134]​, no obstante y en una valoración de conjunto, se observa un escaso tratamiento dispensado a la fuente privativa del Derecho del Trabajo y, en términos cualitativos, una evidente pérdida de poder en según qué campos temáticos, con especial referencia a uno: el nuevo régimen de la inaplicación salarial o “descuelgue” del convenio estatuario de ámbito superior a la empresa. Aquí y sin entrar en tecnicismos, se comprueba la pérdida de influencia de la negociación colectiva sectorial a favor de la empresarial así como de comisiones “ad hoc” y procedimientos extrajudiciales​[135]​. 

En fin, si el legislador pretende, en términos formales, apartarse de la técnica del rodillo y buscar el mayor grado de consenso y, en pautas de contenido, fomentar la flexibilidad y capacidad de adaptabilidad, no parece muy apropiado el haber promovido la aprobación parlamentaria de una ley, impuesta en su génesis a través de un Real Decreto Ley, en la que intencionadamente se soslaya la importancia histórica, presente y futura de la negociación colectiva. 

3ª. Una profunda reflexión sobre los dictados espirituales que informan el sistema de Seguridad Social y que parten de la necesidad de considerar a éste como un mecanismo de redistribución por transferencia de riquezas; éste es el dato fundamental para entender por qué siempre que planea la palabra crisis, se pone el debate sobre la Seguridad Social encima de la mesa. 

En opinión personal, no ha de valer el permanecer instalados en una dinámica de sucesión de reformas normativas en cascada amparadas en criterios de puro ahorro económico, pues resulta preceptiva una reformulación de los fundamentos del Derecho de la Seguridad Social que posibiliten el volver a creer en tal sistema como un criterio de cobertura ante específicas situaciones de necesidad (cuestión de fondo) sin importar tanto el modo o plano formal para su consecución (cuestión de forma) como ya desde bien antiguo proclama el sistema Beveridge, y esto es algo que no se está dando pues lo único que tenemos son enmiendas de régimen jurídico de las principales pensiones para disminuir la cuantía de las mismas incluso al amparo de una estrategia claramente estructural que prevé nuevas reformas cada lustro conforme a la esperanza de vida, pero no hay un debate serio y asentado sobre aspectos cruciales como la influencia negativa que conlleva la minusvaloración del fenómeno inmigratorio -para España fundamental pues el Estado de la Unión Europea donde más aumenta-, la precisa valoración no tanto del índice de población activa sino de la efectiva productividad que la misma consigue o, finalmente, la necesidad de retirar los topes de cotización para lograr que tal impuesto -al fin y al cabo tal es su verdadera naturaleza jurídica- ostente carácter realmente progresivo.
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^86	  Como prueba de esta argumentación, sirva el decir que la Ley 35/2.010 incorpora, como modificaciones de mayor calado en el tráfico de la contratación temporal causal (artículo 1) el límite de duración máxima para los contratos por obra/servicio y la indemnización por finalización del pacto.
^87	  Fuente estadística: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
^88	  Nueva disposición adicional segunda de la Ley 14/1.994, incorporada mediante artículo 17.seis Ley 35/2.010.
^89	  Nueva disposición adicional cuarta de la ley 14/1.994, incorporada mediante artículo 17.siete Ley 35/2.010.
^90	  Implican la modificación de los artículos 11 y 17.2 de la Ley 14/1.994, respectivamente.
^91	  Vid., modificación del artículo 16.3 y añadido de los apartados 3 y 4 en el artículo 17 de la Ley 14/1.994, a través del artículo 17, apartados tres y cinco, respectivamente, Ley 35/2.010.
^92	  A modo de ejemplo, vid. el llamamiento que “ex novo” se hace a las Administraciones educativas y laborales para trabajar junto a los agentes económicos y sociales en el tejido de ofertas de formación profesional (nuevo artículo 10, apartado siete, de la Ley 5/2.002, introducido por artículo primero, apartado cuatro, Ley Orgánica 4/2.011).
^93	  Este cometido queda circunscrito como competencia del Estado, como claramente se especifica en el artículo 10 Ley Orgánica 5/2.002 (apartado 1), en la nueva redacción otorgada por el artículo primero (apartado dos) Ley Orgánica 4/2.011. 
^94	  Vid., nueva disposición adicional sexta Ley 5/2.002, introducida por artículo primero (apartado ocho) Ley Orgánica 4/2.011.
^95	  BOE de 5 de marzo de 2.011.
^96	  BOE de 12 de marzo de 2.011.
^97	  Vid., nueva disposición adicional quinta Ley 5/2.002, introducida por artículo primero (apartado siete) Ley Orgánica 4/2.011.
^98	  Como últimas novedades en la misma, el gobierno asume el compromiso de promover un sistema de información y orientación profesional para atender mejor las demandas de los ciudadanos en materia de aprendizaje y empleo; vid., disposición final vigésima (apartado dos) Ley 2/2.011 por el que se incorpora un nuevo artículo 15.bis a la Ley 5/2.002, así como la influencia de la Ley Orgánica 4/2.011 para modificar, por cuestiones de rango legal, diversos preceptos en la materia ya promovidos como reforma por la Ley 2/2.011 de Economía Sostenible.
^99	  Vid., la reforma operada por Ley Orgánica 4/2.011.
^100	  Como novedad más reciente en la misma, la disposición final vigésimo cuarta de la Ley 2/2.011 (apartados dos y tres) por la que se modifican los artículos 39 y 41 de la Ley 2/2.006, así como la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 4/2.011 que, no sólo de manera originaria sino también original, conecta la formación profesional superior con el entorno universitario.
^101	  Para un estudio más detenido sobre la diferencia conceptual entre la formación profesional y el criterio del conocimiento como esencia de la educación básica, vid., M. SEVILLA CORELLA: “Ideas para un modelo español de intermediación pública en el mercado de trabajo”, páginas 610 a 614.
^102	  Para un desarrollo más extenso, vid., M.C. PALOMEQUE LÓPEZ y M. ÁLVAREZ DE LA ROSA: Derecho del Trabajo, páginas 595 y 596. 
^103	  Artículos 12 a 19, Real Decreto 395/2.007.
^104	  Artículos 20 a 25, Real Decreto 395/2.007.
^105	  La Ley 35/2.010 (disposición adicional segunda), incide en la propuesta gubernamental, canalizada a través de los Ministerios de Trabajo y de Educación, de facilitar a las empresas la impartición de formación teórica a los trabajadores contratados en formación.
^106	  Artículos 26 a 28, Real Decreto 395/2.007.
^107	  Artículos 29 a 31, Real Decreto 395/2.007.
^108	  Como prueba de esta afirmación, la novedosa regulación ofertada sobre inclusión de personas desempleadas (entre un 20% y un 40%) en las acciones formativas dirigidas a personas ocupadas (artículo 4 Real Decreto Ley 1/2.011).
^109	  Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
^110	  Recuérdese, en este orden de cosas, que la articulación de la formación profesional previa al actual Subsistema no se ha visto totalmente extinguida; a modo de prueba, la regulación que sobre acción protectora en materia de Seguridad Social para contratos para la formación en el marco de programas de Escuelas Taller, Casas de Oficios y Talleres de Empleo, se dispensa en la disposición adicional tercera Ley 35/2.010.
^111	  BOE de 30 de marzo de 2.011.
^112	  Vid., artículo 1 Ley 5/2.011.
^113	  Artículo 2 Ley 5/2.011.
^114	  La declaración formal de los mismos, queda normativizada en el artículo 4 Ley 5/2.011.
^115	  Para una relación completa de su tipología, vid., artículos 5 y 6 Ley 5/2.011.
^116	  El número de socios desciende de manera acusada en la horquilla que delimitan el máximo de 2.000 y el mínimo de 2.008 hasta un 71%. (Fuente estadística: Ministerio de Trabajo e Inmigración).
^117	  Fuente estadística: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
^118	  Fuente estadística: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
^119	  Un análisis más detallado de ambas en P. MORGADO PANADERO: “Empleo, trabajo autónomo y economía social”, páginas 30 a 31 y 38 a 40.
^120	  Vid., artículo 9 Ley 5/2.011.
^121	  Vid., artículo 8 y disposiciones adicionales segunda y séptima de la Ley 5/2.011.
^122	  Vid., Preámbulo (apartado III) de la Ley 5/2.011.
^123	  Una reflexión más detenida en F. MORENO DE VEGA Y LOMO: “El trabajador autónomo: la conciliación entre la actividad profesional y su vida familiar”, Revista de Derecho Social, 2.008, 43, páginas 89 a 92.
^124	  Un estudio pormenorizado en P. MORGADO PANADERO: “Empleo, trabajo autónomo y economía social”, páginas 29 a 30 y 33 a 38.
^125	  Para un estudio más detallado, vid., F. MORENO DE VEGA Y LOMO: “La capitalización por desempleo y el trabajador autónomo: balance histórico y perspectivas de futuro”, en AAVV, Estrategia Europea, Estado Autonómico y Política de Empleo, Ministerio de Trabajo e Inmigración en colaboración con la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, 2.009, páginas 1063 a 1077.
^126	  Un examen más extenso sobre el régimen jurídico de la prerrogativa en F. MORENO DE VEGA Y LOMO: “La capitalización de la prestación por desempleo”, Revista Española de Derecho del Trabajo, 2.004, nº 121, páginas 75 a 127.
^127	 Vid., como principal novedad, el Real Decreto Ley 5/2.011, de 29 de abril, de medidas para la regularización y control del empleo sumergido y fomento de la rehabilitación de viviendas.
^128	  En esta línea interpretativa, vid. P. RIVAS VALLEJO: “El fomento de la contratación indefinida” (Ponencia presentada a las XXII Jornadas Catalanas de Derecho Social, celebradas en LLeida los días 10 y 11 de marzo de 2.011; consulta del texto en www.iuslabor.org , página 25). 
^129	  Es conocido que el sistema español ha resultado plenamente competitivo en los últimos años pero en el plano internacional, de hecho es el país que con diferencia más progresa al incrementar un 10 por cien su estadística en el módulo productividad/hora trabajada, superando así cualquier media de la Unión Europea.
^130	  Los colectivos con especiales dificultades para su inserción en el mercado de trabajo están evidente presentes en la primera gran norma jurídica de reforma al albergo del Acuerdo Económico y Social de 2.011; así cabe destacar el itinerario personalizado de inserción a gobernar por el Servicio Público de Empleo en orden a la recualificación profesional de personas que han agotado la tutela frente a desempleo y que incluye ayudas económicas (Resolución de 15 de febrero de 2.011 del Servicio Público de Empleo Estatal; BOE de 16 de febrero de 2.011) o las acciones de mejora de empleabilidad de todos estos colectivos, con especial llamamiento a quines procedan del sector de la construcción; vid., a este respecto, los artículos 2 y 3 Real Decreto Ley 1/2.011.
^131	  En opinión personal, no es justificable el presupuesto causal que establece el artículo 86.1 CE para la técnica legislativa del Real Decreto Ley por cuanto, en las normas referenciadas, hay bastantes medidas cuya efectividad queda bastante diferida en el tiempo, de tal manera que una de las grandes conclusiones es el talante estructural, y no tanto coyuntural, de la reforma.
^132	  A modo de exponente, mencionar la normalidad que conlleva el hablar de tasas de desempleo ligeramente superiores al 20 por cien en situación de crisis económica, como ya ocurrió, por ejemplo, en la primera gran reforma del ET allá por 1.984 ó, en segundo término, los problemas en materia de contratación temporal puestos encima de la mesa en la reforma de 1.997.
^133	  BOE de 22 de febrero de 2.010.
^134	  Posibilidad de ampliar la duración máxima de los contratos por obra/servicio, vicisitudes modificativas del contrato (movilidad geográfica y modificación sustancial), descuelgue salarial, fijación de criterios de paridad de género para trabajadores en formación, adopción de medidas para facilitar el acceso de trabajadores cedidos a la formación dispensada por empresas usuarias y mantenimiento de los convenios previos a la Ley 35/2.010 sobre ciertos aspectos de contratación temporal.
^135	  Modificación de los artículos 82.3 y 85.3.c) ET mediante artículo 6 Ley 35/2010.
